
Expte.

SRA. CONSEJERA DE PRESIDENCIA Y
RELACIONES INSTITUCIONALES
Pº María Agustín 36. Edificio Pignatelli

50004 Zaragoza

I.- ANTECEDENTES

PRIMERO.- Se registró en esta Institución una Queja, en la que  un

ciudadano  criticaba  que,  siendo  obligatoria  la  inscripción  en  el  Instituto

Aragonés de Empleo  (INAEM) de los funcionarios interinos al servicio de la

Administración  de  Justicia  en  Aragón,  deba  utilizarse  un  día  de  asuntos

propios  para  cumplimentar  una  citación  del  mencionado  Instituto   cuando

resulta  necesario  acudir  a otra  localidad,  tal  y como le ocurrió al señor que

formuló la Queja que, estando destinado en Monzón, tuvo que personarse en

Tarazona ante un llamamiento de esta Institución.

SEGUNDO.- Admitida  a  supervisión  del  anterior  Queja,  se  acordó

solicitar  información  a  la  Administración  sobre  la  cuestión  planteada  por  el

ciudadano.

TERCERO.- Cumplidamente, se remitió a esta Institución informe de

la Dirección General de Justicia, en el que se expuso lo que sigue:

«La  disposición  adicional  segunda  del  Decreto  88/2018,  de  22  de

mayo,  del  Gobierno  de  Aragón,  por  el  que  se  aprueba  el  Reglamento  que

regula  el  procedimiento  de  selección,  nombramiento  y  cese  de  los

funcionarios  interinos  de  los  Cuerpos  Nacionales  al  Servicio  de  la

Administración de Justicia, transferidos a la Comunidad Autónoma de Aragón

establece  que  agotada  la  bolsa  de  funcionarios  interinos,  se  solicitarán
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candidatos mediante oferta ante los servicios públicos de empleo.

Ante ello, se dictó la Orden de 1 de abril de 2019, del Consejero de

Presidencia, por la que se acuerda acudir a los servicios públicos de empleo

ante agotamiento de la bolsa de trabajo de ámbito autonómico para el Cuerpo

de  Tramitación  Procesal  y  Administrativa  en  el  ámbito  territorial  de  la

Comunidad Autónoma de Aragón convocada por Resolución de 1 de octubre

de  2018  (BOA  5/10/2018)  estableciendo  el  procedimiento  de  inscripción.

Concretamente en su acuerdo segundo determina que aquellos candidatos

que  estén  interesados  deberán  inscribirse  en  el  plazo  de  un  mes  a  contar

desde el día siguiente a la publicación la presente Orden en el Boletín Oficial

de  Aragón  en  cualquier  oficina  pública  de  empleo,  indicando  el  siguiente

Código Nacional de Ocupación: Técnicos de servicios jurídicos y/o similares.

Grupo 3711027.

En  ningún caso,  es  una  inscripción  obligatoria  en  el  INAEM  de  los

funcionarios  interinos  de  la Administración  de  Justicia en  Aragón,  sino que

aquella persona que esté interesada en inscribirse deberá cumplir una serie

de requisitos que se especifican en la Orden. Por lo tanto, su inscripción es

voluntaria y no es una obligación impuesta por la Administración.

En  cuanto  a  informar  sobre  si  su  petición  puede  ser  incardinada

dentro  de  uno  de  los  supuestos  de  permiso  por  deber  inexcusable  de

carácter  público  señalar  que  por  “deber  inexcusable”  se  entiende  la

obligación  que  incumbe a  una  persona  cuyo  incumplimiento  le genera  una

responsabilidad  de  índole  civil,  penal  o  administrativa  e  incluye  entre  los

supuestos, que están muy determinados y son taxativos, los determinados en

el  punto  4.13  de  la  Resolución  de  11  de  agosto  de  2008,  de  la  Dirección

General  de  Administración  de  Justicia,  por  la  que  se  regula  el  régimen  de

vacaciones,  permisos,  licencias  y  reducciones  de  jornada  de  personal

funcionario  al  servicio  de  la  Administración  de  Justicia  de  la  Comunidad

Autónoma  de  Aragón,  publicado  en  el  BOA  de  29  de  agosto  de  2008.  El
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hecho de acudir a la oficina del INAEM a inscribirse en el Código Nacional de

Ocupación  es  una  opción  voluntaria  del  que  esté  interesado,  no  una

obligación cuyo incumplimiento  le genera una responsabilidad civil,  penal o

administrativa»

II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS

ÚNICA.- En  el  informe  -que,  diligentemente,  hizo  llegar  a  esta

Institución la Dirección General de Justicia- se ha justificado la decisión de la

Administración contraria a lo solicitado en la Queja, con base en la resolución

de la  Dirección  General  de  Administración  de  Justicia  de  11  de  agosto  de

2008,  por la que  se regula el régimen de vacaciones,  permisos,  licencias y

reducciones  de  jornada  de  personal  funcionario  al  servicio  de  la

Administración  de  Justicia.  Dicha  resolución,  en  lo que  aquí  respecta,  dice

así:

«4.13.Permiso  por  deber  inexcusable  o  de  carácter  público  o

personal

Los funcionarios tendrán derecho a la concesión de permisos por el

tiempo  indispensable  para  el  cumplimiento  de  un  deber  inexcusable  de

carácter público o personal.

Se  deberá  aportar  documento  justificativo  para  cada  uno  de  los

supuestos contemplados.

Se entiende por 'deber inexcusable' la obligación que incumbe a una

persona cuyo   incumplimiento le genera una responsabilidad de índole civil,

penal o administrativa, incluyendo entre otros los siguientes supuestos:

a)  Citaciones  de  Juzgados  y  Tribunales  de  Justicia,  Comisarías  o

cualquier otro organismo oficial.

b) Cumplimiento  de deberes ciudadanos derivados de una consulta

electoral.
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c) Trámites necesarios en organismos oficiales cuando coinciden con

el horario de trabajo.

d)  Asistencia  a  las  reuniones  de  los  órganos  de  gobiernos  y

comisiones  dependientes  de  los  mismos,  cuando  derive  estrictamente  del

cargo  electivo  de  los  previstos  en  la  Ley  Orgánica  de  Régimen  Electoral

General.

e)  Asistencia,  como  miembro,  a  las  sesiones  de  un  Tribunal  de

examen o de oposición, con nombramiento de la autoridad pertinente.»

En aplicación de esta norma, de acuerdo con lo argumentado por la

Administración,  no  nos  encontraríamos  propiamente  ante  el  “deber

inexcusable de carácter público” del que habla el art. 48.j) del Real Decreto

Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, de aprobación del Texto Refundido de

la  Ley  del Estatuto Básico del Empleado Público  (EBEP),  al contemplar  un

permiso  «por  tiempo  indispensable  para  el  cumplimiento  de  un  deber

inexcusable  de  carácter  público  o  personal».  Ello  sería  así,  al  decir  de  la

Dirección  General  competente,  porque  la  inscripción  en  el  INAEM

representaría  una  decisión  voluntaria  del  afectado  y  no  una  obligación

impuesta  por  parte  de  la  Administración,  cuyo  incumplimiento  pudiera

generar algún tipo de responsabilidad al ciudadano.

Ocurre  que,  al  entender  de  esta  Institución,  existen  algunos  datos

que militarían a favor, al menos, de valorar la reconsideración de la decisión

de la Administración,  al objeto  de adoptar,  en su caso, un pronunciamiento

diferente.

De entrada, se acepta por parte de la Dirección General responsable

que la inscripción en el INAEM constituye un requisito de quienes aspiran a

servir  como  funcionario  interino  en  los  cuerpos  de  la  Administración  de

Justicia de Aragón, por lo que debería colegirse que estamos en presencia
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de una obligación para el interesado  o, al menos, de una carga, esto es, de

una actuación  exigida  por  la Administración en  orden  a  la obtención  de  un

determinado beneficio de la misma (o una expectativa de dicho beneficio).

De ahí que pueda hablarse de, por lo menos, una cierta obligación o

condición  administrativa  para  desempeñarse  como  funcionario  interino  en

esta rama de la Administración; obligación que parece, además, personal, al

no constarle a esta Institución  la posibilidad de la sustitución del funcionario

interino por un representante u otra persona designada por el afectado.

Sentado  lo  anterior,  y  como  segunda  consideración,  cabe  señalar

que el EBEP establece un concepto jurídico indeterminado, que, por lo tanto,

exige  una  interpretación  cuidadosa,  especialmente,  en  aquellos  supuestos

que sean más dudosos. A ello, hay que añadir que la regulación autonómica

en materia  de permisos  no  establece  un  “numerus  clausus”  de  situaciones

justificativas  de  este  permiso,  sino  más  bien  una  lista  de  supuestos  no

exhaustiva.  Y,  finalmente,  pero,  no  con  menor  importancia,  es  de  reseñar

que  la  citación  obligatoria  a  una  comparecencia  personal  por  parte  de

oficinas  públicas  –en  este  caso,  se  incluiría  el  INAEM,  sin  dificultad-

supondría, en  principio,  un caso merecedor  de este permiso,  lo que, por lo

demás,  concuerda  con  la  posición  de  la  doctrina  más  especializada  en  la

materia,  cuando  alude  a  las  comparecencias  requeridas  por  las

Administraciones (Miguel SÁNCHEZ MORON, Derecho de la función pública,

Tecnos,  Madrid,  1996,  p.  209,  ya  con  la   regulación  anterior  al  EBEP  en

materia  funcionarial).  En  esta línea,  es  reseñable  que  la profesora  Susana

RODRÍGUEZ ESCANCIANO, «El nuevo régimen de permisos y licencias de

los empleados públicos a consecuencia de la modificación del artículo 48 del

Estatuto  Básico  del  Empleado  Público  y  su  aplicación  a  Cataluña»

(Seminario de la Federació de Municipis de Catalunya) haya señalado que la

inexcusabilidad  de  la  obligación  de  la  Administración  no  parece  muy

necesaria,  pues  para  el  Ordenamiento  jurídico  todo  deber  ha  de  ser

cumplido,  de  modo  que  lo  contrario  generaría  responsabilidades  (civiles,
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penales o administrativas) en el sujeto obligado/infractor”.

A partir de  lo expuesto,  desde esta Institución se considera  preciso

sugerir a la Administración autonómica que valore la posible reconsideración

de su posición en el sentido de entender que podríamos encontrarnos ante

un  deber  público  inexcusable,  en  cuanto  que   su  incumplimiento  pudiera

conllevar perjuicios administrativos para el afectado.

III.- RESOLUCIÓN

En  cumplimiento  de  la  Ley  reguladora  del  Justicia  de  Aragón,  me

permito sugerir al Departamento de Presidencia y Relaciones Institucionales

que valore la posible concesión de permiso a los funcionarios interinos de los

Cuerpos al servicio de la Administración de Justicia cuando deban acudir  a

llamamientos  dispuestos  por  el  INAEM,  por  entender  que  podríamos

encontrarnos  ante  un  deber  público  inexcusable,  en  cuanto  que   su

incumplimiento pudiera conllevar perjuicios administrativos para el afectado.

Agradezco de antemano su colaboración y espero que, en la medida

de  lo  posible,  y  dadas  las  especiales  circunstancias  en  las  que  nos

encontramos de las que somos conscientes, se me comunique si  acepta, o

no,  la  Sugerencia  formulada,  indicándome  en  este  último  supuesto  las

razones en que funde su negativa.

Zaragoza, a 28 de abril de 2020

ÁNGEL DOLADO

JUSTICIA DE ARAGÓN
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